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			Bienvenido a la Unidad Formativa UF1817: Procedimiento de recaudación e inspección de los tributos. Esta Unidad Formativa pertenece al Módulo Formativo MF1786_3: Gestión administrativa de los procedimientos de aplicación de los tributos, que forma parte del Certificado de Profesionalidad ADGD0110: Asistencia en la gestión de los procedimientos tributarios de la familia de Administración y Gestión.

			Presentación de los contenidos:

			La finalidad de esta Unidad Formativa es enseñar al alumno a realizar las actividades de contraste de obligaciones formales y materiales de los contribuyentes y de participación en la ejecución de medidas cautelares, realizar gestiones administrativas en los procedimientos recaudatorios, así como realizar gestiones administrativas en los procedimientos de embargo, subastas y enajenación de bienes, cumpliendo con la legislación vigente y las directrices recibidas a fin de notificarlas a los deudores y terceros implicados.

			Para ello, se analizará el procedimiento de inspección, el procedimiento de recaudación, y se profundizará en el procedimiento administrativo de apremio.

			Objetivos de la Unidad Formativa:

			Al finalizar esta Unidad Formativa aprenderás a:

			–Aplicar las técnicas de comprobación de las obligaciones formales y materiales de los contribuyentes y de colaboración en la ejecución de medidas cautelares en el desarrollo del procedimiento de inspección tributaria.

			–Realizar las actuaciones y gestiones de los distintos procedimientos tributarios –expedientes de compensación, aplazamiento y fraccionamiento de pago–, en función de las fases en que se realicen.

			–Realizar las gestiones administrativas de las actuaciones de embargo y subasta especificando las fases del procedimiento de enajenación a que pertenecen.
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			1.1.La inspección de los tributos

			La inspección de los tributos es aquella actividad que, encuadrada dentro de la aplicación de los tributos, comprende un conjunto de actividades administrativas dirigidas a la efectiva aplicación del sistema tributario en los términos fijados por la Ley.

			La inspección puede ser concebida asimismo como aquel conjunto de órganos que desarrollan la actividad inspectora apenas expuesta.

			Como ya hemos referido, la Inspección Tributaria supone el ejercicio de una serie de funciones administrativas. Dichas funciones han de encontrarse dirigidas a cumplir con los siguientes objetivos:

			–La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que se ignoren por parte de la Administración.

			–La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones que fueran presentadas por los obligados tributarios.

			–La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con la aplicación de los tributos.

			–La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la determinación de las obligaciones tributarias.

			–La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias, así como para la aplicación de regímenes tributarios especiales.

			–La información a los obligados tributarios con motivo de las actuaciones inspectoras sobre sus derechos y obligaciones tributarias y la forma en que deben cumplir estas últimas.

			–La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de comprobación e investigación.

			–La realización de actuaciones de comprobación limitada.

			–El asesoramiento e informe a órganos de la Administración pública.

			–La realización de intervenciones tributarias de carácter permanente o no permanente.

			–Las demás establecidas en otras disposiciones o se le encomienden por las autoridades competentes.

			Conforme a lo establecido en el art. 87 del Reglamento de Gestión e Inspección de los Tributos, en el que se regula con carácter general la iniciación de oficio, ésta requiere acuerdo del órgano competente para su inicio, por propia iniciativa, como consecuencia de orden superior o a petición razonada de otros órganos y se realizará mediante comunicación notificada o mediante personación, con el contenido señalado reglamentariamente.

			En el ámbito de la inspección, la selección de contribuyentes respecto de los que se van a iniciar actuaciones inspectoras se realiza en base a los denominados planes de inspección.

			El procedimiento de inspección tributaria se halla configurado así como un procedimiento de aplicación de los tributos y es precisamente en este sentido en el que se pronuncia el artículo 83.3 de la Ley General Tributaria cuando dispone que la aplicación de los tributos se desarrollará a través de los procedimientos administrativos de gestión, inspección, recaudación y los demás previstos en este título.

			Por lo que se refiere a la regulación, señala el artículo 97 de la Ley General Tributaria que las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos se regularán:

			a.Por las normas especiales establecidas en este título y la normativa reglamentaria dictada en su desarrollo, así como por las normas procedimentales recogidas en otras leyes tributarias y en su normativa reglamentaria de desarrollo.

			b.Supletoriamente, por las disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos.

			El artículo 97 viene a situarse, en definitiva, dentro del Capítulo II del Título III de la Ley General Tributaria, dedicado en exclusiva a recoger las “Normas comunes a todas las actuaciones y procedimientos tributarios” y, en consecuencia, también aplicables al procedimiento de inspección.

			La normativa básica de la Inspección de los Tributos se contiene en la Ley General Tributari y en el Reglamento General de las Actuaciones y los Procedimientos de Gestión e Inspección Tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los Procedimientos de Aplicación de los Tributos, aprobado por R.D. 1065/2007, de 27 de Julio.

			Dentro del amplio conjunto de funciones que el artículo 141 de la Ley General Tributaria atribuye a la inspección tributaria, se encuentran precisamente las propias de investigación y comprobación de la situación tributaria de los obligados tributarios.

			En este sentido y con carácter general, en el artículo 115 de la Ley General Tributaria se establece que “La Administración tributaria podrá comprobar e investigar los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, valores y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las normas aplicables al efecto”.

			La Ley General Tributaria, en su art. 145 establece que:

			1.El procedimiento de inspección tiene por objeto comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias y en el mismo se procede, en su caso, a la regularización de la situación tributaria del obligado mediante la práctica de una o varias liquidaciones.

			2.La comprobación tiene por objeto los actos, elementos y valoraciones consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones.

			3.La investigación, por su parte, tiene por objeto descubrir la existencia, en su caso, de hechos con relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados tributarios.

			Por último, cabe reseñar que el artículo 83.4 de la Ley General Tributaria establece que “corresponde a cada Administración tributaria determinar su estructura administrativa para el ejercicio de la aplicación de los tributos”.

			En el artículo 84 de la Ley General Tributaria se establece que la competencia en el orden territorial se atribuirá al órgano que se determine por la Administración tributaria, en desarrollo de sus facultades de organización, mediante disposición que deberá ser objeto de publicación en el boletín oficial correspondiente.

			En defecto de disposición expresa, la competencia se atribuirá al órgano funcional inferior en cuyo ámbito territorial radique el domicilio fiscal del obligado tributario.

			El artículo 147 de la Ley General Tributaria dispone que:

			1.“El procedimiento de inspección se iniciará:

			a.De oficio.

			b.A petición del obligado tributario, en los términos establecidos en el artículo 149 de esta ley.

			2.Los obligados tributarios deben ser informados al inicio de las actuaciones del procedimiento de inspección sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones”.

			Con respecto a la planificación de las actuaciones inspectoras, la regulación la encontramos en el art. 170 del Reglamento de Gestión e Inspección de los Tributos, señalándose que en el Plan de Control Tributario regulado en el art. 116 LGT se integrarán los planes parciales de inspección que se basarán en los criterios de riesgo fiscal, oportunidad, aleatoriedad u otros que se pudieran considerar pertinentes, recogiendo los programas de actuación, ámbitos prioritarios y directrices que sirvan para seleccionar a los obligados tributarios sobre los que deban iniciarse actuaciones inspectoras.

			Estos planes parciales tienen carácter reservado y la determinación por el órgano competente para liquidar de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de comprobación tiene el carácter de acto de mero trámite y no será susceptible de recurso o reclamación económico-administrativa.

			Según el art. 177 RAT, el procedimiento de inspección se podrá iniciar mediante comunicación notificada al obligado tributario para que se persone en el lugar, día y hora que se le señale y tenga a disposición de los órganos de inspección o aporte la documentación y demás elementos que se estimen necesarios, en los términos del art. 87.

			Cuando se considere conveniente para la adecuada práctica de las actuaciones, de acuerdo con lo previsto en el art. 172 del Reglamento, referido a la entrada y reconocimiento de fincas, el procedimiento de inspección podrá iniciarse sin previa comunicación mediante personación en la empresa, oficinas, dependencias, instalaciones, centros de trabajo o almacenes del obligado tributario o donde exista alguna prueba de la obligación tributaria, aunque sea parcial.

			En estos casos, las actuaciones se entenderán con el obligado tributario si estuviese presente y, en caso de no estarlo, con los encargados o responsables de tales lugares.

			Según dispone el art. 87.3 del Reglamento de Gestión e Inspección de los Tributos, la comunicación de inicio contendrá entre otros extremos, los siguientes:

			–El procedimiento que se inicia.

			–Las obligaciones tributarias y períodos a comprobar, requerimiento que se formula al obligado y plazo para su cumplimiento.

			–El efecto interruptivo del plazo legal de prescripción.

			–La indicación de la finalización de otro procedimiento de aplicación de los tributos, cuando éste último finaliza por el inicio del nuevo procedimiento.

			Con la excepción de los supuestos de iniciación mediante personación, se concederá al obligado tributario un plazo no inferior a 10 días, los cuales serán contados a partir del día siguiente al de la notificación de la comunicación de inicio, para que comparezca, aporte la documentación requerida y la que considere conveniente, o efectúe cuantas alegaciones tenga por oportunas (art. 87.4 del Reglamento).

			Finalmente, por lo que se refiere a los efectos del inicio del procedimiento, además del señalado efecto interruptivo del plazo legal de prescripción, establece el art. 87.5 del Reglamento que las declaraciones o autoliquidaciones tributarias que presente el obligado tributario, una vez iniciadas las actuaciones o procedimientos, y en relación con las obligaciones tributarias y períodos objeto de la actuación o procedimiento, en ningún caso iniciarán un procedimiento de devolución ni producirán los efectos previstos en los arts. 27 y 179.3 de la LGT, sin perjuicio de que en la liquidación que, en su caso, se practique se pueda tener en cuenta la información contenida en dichas declaraciones o autoliquidaciones.

			Del mismo modo, los ingresos que fueran efectuados por el obligado tributario con posterioridad al inicio de las actuaciones o procedimientos, y en relación con las obligaciones tributarias y períodos objeto del procedimiento, tendrán la consideración de ingresos a cuenta sobre el importe de la liquidación que, en su caso, se practique, sin que esta circunstancia impida la apreciación de las infracciones tributarias que puedan corresponder.

			En estas situaciones no se devengarán intereses de demora sobre la cantidad ingresada desde el día siguiente a aquel en que el ingreso fuera efectivamente realizado.

			Establece el artículo 148 de la Ley General Tributaria que “las actuaciones del procedimiento de inspección podrán tener carácter general o parcial”.

			Se entiende que las actuaciones inspectoras tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en todos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente. En los demás casos, las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general en relación con la obligación tributaria y período comprobado.

			El carácter general o parcial habrá de hacerse constar al inicio de éstas en relación con cada concepto y período tributario comprobado; debiendo comunicarse, en caso de actuaciones parciales, los elementos a comprobar o los excluidos.

			El art. 178.2 del Reglamento de Gestión e Inspección de los Tributos establece que las actuaciones tendrán carácter general, salvo que se indique otra cosa en la comunicación de inicio del procedimiento inspector; añadiendo que tendrán carácter parcial en los siguientes supuestos:

			–Cuando las actuaciones inspectoras no afecten a la totalidad de los elementos de la obligación tributaria en el periodo objeto de comprobación.

			–Cuando las actuaciones se refieran al cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de beneficios o incentivos fiscales, así como cuando las actuaciones tengan por objeto la comprobación del régimen tributario aplicable.

			–Cuando tengan por objeto la comprobación de una solicitud de devolución siempre que se limite exclusivamente a constatar que el contenido de la declaración, autoliquidación o solicitud presentada se ajusta formalmente a lo anotado en la contabilidad, registros y justificantes contables o extracontables del obligado tributario, sin perjuicio de la posterior comprobación completa de su situación tributaria.

			Cuando en el curso del procedimiento se pongan de manifiesto razones que así lo aconsejen, el órgano competente podrá acordar de forma motivada:

			–Modificación de la extensión de las actuaciones para incluir obligaciones tributarias o periodos no comprendidos en la comunicación de inicio o excluir alguna obligación tributaria o periodo de los señalados en dicha comunicación.

			–Ampliación o reducción del alcance de las actuaciones que se estuvieran desarrollando respecto de las obligaciones tributarias y periodos inicialmente señalados. Asimismo, se podrá acordar la inclusión o exclusión de elementos de la obligación tributaria que esté siendo objeto de comprobación en una actuación de alcance parcial (art. 178.5 RGGIT).

			La Ley General Tributaria dispone en su artículo 149 LGT:

			1.“Todo obligado tributario que esté siendo objeto de unas actuaciones de inspección de carácter parcial podrá solicitar a la Administración tributaria que las mismas tengan carácter general respecto al tributo y, en su caso, períodos afectados, sin que tal solicitud interrumpa las actuaciones en curso.

			2.El obligado tributario deberá formular la solicitud en el plazo de 15 días desde la notificación del inicio de las actuaciones inspectoras de carácter parcial.

			3.La Administración tributaria deberá ampliar el alcance de las actuaciones o iniciar la inspección de carácter general en el plazo de seis meses desde la solicitud.

			El incumplimiento de este plazo determinará que las actuaciones inspectoras de carácter parcial no interrumpan el plazo de prescripción para comprobar e investigar el mismo tributo y período con carácter general”.

			Si la solicitud no reuniese los requisitos establecidos en este artículo, se inadmitirá de forma motivada, comunicándose al obligado tributario.

			Este acuerdo de indamisión no será susceptible de recurso o reclamación (art. 179.3 RGGIT).

			1.1.1.Concepto.

			El objeto del procedimiento de inspección no es otro que comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributaria, regularizándose, si procede, la situación tributaria del obligado mediante la correspondiente liquidación.

			El término inspección es utilizado en una doble vertiente, tanto en la normativa como por parte de la jurisprudencia y la doctrina:

			–Desde un punto de vista objetivo, es una función o actividad que tiende a comprobar e investigar los hechos con relevancia tributaria.

			–Desde un punto de vista subjetivo, se trata del órgano que tiene atribuida dicha función.

			En el actual sistema tributario de gestión en masa, se han experimentado una serie de importantes cambios en la actividad inspectora:

			–La actividad de investigación de la inspección tiene ahora una extraordinaria relevancia, ya que se hace necesario controlar la actuación de los obligados tributarios en un sistema que se basa en la colaboración de dichos sujetos, que deben cumplir espontáneamente con sus deberes tributarios.

			–De manera genérica, los obligados tributarios pagan el tributo sin entrar en contacto con la Administración. Ello hace que la actividad inspectora sea eventual.

			–La inspección tiene atribuidas funciones de liquidación, anteriormente reservadas solo a los órganos de gestión. De actividad meramente probatoria, en la que sentaban los hechos y datos que servían de base para cuantificar el tributo, se ha pasado a una actividad aplicativa de las normas jurídicas: la inspección regulariza la situación tributaria del sujeto, al liquidar el tributo.

			–Son los órganos de inspección quienes, normalmente, desarrollan el procedimiento sancionador. Y ello es así porque, por lo genera,l las infracciones tributarias se descubren como consecuencia de la actividad inspectora. Sin embargo, la configuración del principio ne bis in idem y la regulación de los elementos procesales de los delitos tributarios han introducido cambios en esta función de la inspección.

			–La inspección ejerce potestades sobre terceros, sujetos a deberes de colaboración por requerimiento expreso de la Administración. Esta es una facultad exclusiva de la inspección.

			Se pueden citar diferencias y similitudes entre ambos procedimientos.

			Por lo que se refiere a las diferencias entre la gestión y la inspección, cabe reseñar las siguientes:

			a.El carácter inquisitivo de los medios a utilizar en la comprobación desarrollada en la inspección frente a la ausencia de tal carácter en la comprobación formal ejercida en la gestión.

			b.En el ámbito inspector tiene lugar una selección de los sujetos frente al carácter masivo de los sujetos objeto de una comprobación en el procedimiento de gestión.

			c.Por lo que se refiere al momento en que ambos procedimientos se desarrollan, la gestión suele llevarse a cabo durante un período determinado de tiempo, coincidiendo con el final del período.

			d.Cabe destacar el carácter voluntario en el pago de determinados impuestos en el procedimiento de gestión, mientras que en el caso de la inspección no existe un período concreto, las actuaciones se desarrollan en tanto no prescriba el derecho a liquidar.

			e.Las liquidaciones que se dictan tras un procedimiento de gestión son provisionales, mientras que las que se dictan en un procedimiento inspector suelen ser definitivas.

			Pero los procedimientos de gestión e inspección tienen en común los siguientes elementos:

			–En el seno de ambos se produce la comprobación y control de los tributos.

			–Sendos procedimientos culminan con el mismo acto, que no es sino la liquidación tributaria.

			Las fuentes normativas que regulan la materia son las siguientes:

			En el ámbito estatal:

			La LGT del 2003 dedica el capítulo IV del título III a las “actuaciones y procedimiento de inspección”.

			El desarrollo reglamentario de dichos preceptos se lleva a cabo por el reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por RD 1065/2007, de 27 de julio.

			En el ámbito autonómico:

			
				
					[image: ]
				

			

			Respecto de Impuesto de Sucesiones y Donaciones, Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, tributos sobre el juego, impuesto especial sobre determinados medios de transporte e impuesto sobre las ventas minoristas de determinados hidrocarburos, corresponden a las comunidades autónomas las funciones que se contemplan en el art. 141 LGT, aplicando las normas legales y reglamentarias que regulen las actuaciones inspectoras del Estado en materia tributaria y siguiendo los planes de actuación inspectora, que habrán de ser elaborados conjuntamente por ambas administraciones y de cuya ejecución darán cuenta anualmente las comunidades autónomas al Ministerio de Economía y Hacienda, al Congreso de los Diputados y al Senado (art. 58.1 Ley 22/2009, de 18 de diciembre).

			Hay disposiciones autonómicas dictadas en la materia, pero suelen regular aspectos orgánicos, esto es, de atribución de competencias y de organización de los servicios.

			En el ámbito local:

			Es aplicada directamente la normativa estatal, conforme a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (art. 12).

			La inspección de los tributos es el órgano que tiene atribuidas las facultades de comprobación de la Administración Tributaria. La actividad comprobadora se halla atribuida al órgano inspector con carácter general. Ello supone que dicha actividad comprobadora se extenderá tanto a los hechos declarados como a aquellos hechos no declarados. Pero será importante resaltar que dicha comprobación atañe igualmente a las funciones liquidatorias.

			Importante[image: ]

			La gestión no es un órgano comprobador, la inspección de los tributos sí.

			Únicamente tras una comprobación en profundidad se dictará una liquidación con carácter definitivo. Por este motivo puede afirmarse que en el procedimiento inspector la actividad comprobadora resulta básica y esencial.

			Solo tras una comprobación en profundidad se dictara liquidación definitiva: Art.116 LGT: establece la presunción de certeza de los datos declarados. La adm. Solo puede destruir esta presunción mediante su actividad comprobadora probando que esos hechos no son ciertos. Así las pruebas son esenciales, el inspector ha de aportar pruebas.

			Son varios los artículos de la Ley General Tributaria en los que se basa la actividad comprobadora de la Administración Tributaria. Son los siguientes:

			
				
					
				
				
					
							
							La Administración tributaria comprobará e investigará hechos, actos, etc. de trascendencia tributaria.

							Comprobará asimismo los elementos configuradores del hecho imponible.

							Hará una comprobación sobre los datos declarados y también las comprobaciones de los valores declarados.

							Investigará también los hechos imponibles que no fueron declarados.

						
					

					
							
							Se trata de los medios de la Administración Tributaria para poder comprobar e investigar la comprobación y la investigación se realizarán mediante:

							–El examen de la documentación: libros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar.

							–La entrada y el reconocimiento de fincas: bienes, elementos o explotaciones.

							–La obtención de información.

						
					

				
			

			Se iniciará el procedimiento con una comunicación de inicio. La fecha de inicio del procedimiento será la fecha de notificación del inicio del mismo. En este sentido, será fundamental que la correspondiente notificación se haga correctamente. Se trata de un procedimiento que, en definitiva, es susceptible de ser iniciado de oficio.

			Otro elemento de gran importancia son las motivaciones. De este modo, la inspección tendrá que probar aquello que quiere regularizar y con posterioridad tendrá que motivarlo adecuadamente.

			Deberán estar justificadas las razones de su resolución. Así, si la inspección dicta acta de inspección al final del procedimiento habrá de motivarlo suficientemente.

			La regulación específica del procedimiento inspector se encuentra en la Ley General Tributaria.

			El contenido de cada uno de los preceptos puede ser analizado mediante el siguiente gráfico:

			
				
					
					
				
				
					
							
							Art.141 LGT

						
							
							Establece las funciones de la inspección de los tributos.

						
					

					
							
							Art.142 LGT

						
							
							Legitima plenamente al cuerpo inspector para inspeccionar fincas.

						
					

					
							
							Art.143 LGT

						
							
							Determina la forma en que puede comprobarse la documentación.

						
					

					
							
							Art.144 LGT

						
							
							Establece los lugares se lleva a cabo la inspección.

						
					

					
							
							Art.145 LGT

						
							
							Define la documentación que se utiliza en la inspección.

						
					

					
							
							Art.146 LGT

						
							
							Las actas de inspección son propuestas de liquidación o regularización pero no es el acto liquidatorio.

						
					

				
			

			La Ley de Derechos y Garantías del contribuyente dispone cuáles son los derechos y garantías del contribuyente en un procedimiento inspector (arts.26 a 29).

			Por su parte, el Real Decreto 939/1986 regula el procedimiento general de la inspección de los tributos.

			Antes de la ley 1/98 LGT, la propia inspección, cuando llevaba a cabo una comprobación en profundidad y encontraba que el sujeto pasivo había ocultado rentas y no las había ingresado a la hacienda pública, llegaba a la conclusión de que el hecho de dejar de ingresara era una infracción grave y se podía sancionar.

			Importante[image: ]

			Antes el inspector sancionaba a la vez que procedía a regularizar.

			A partir de la ley 1/98 la sanción se lleva a cabo con un procedimiento separado del procedimiento de inspección. Aunque lo haga el mismo inspector son 2 procedimientos diferentes.

			En particular, el artículo 1 define lo que entiende por la inspección de los tributos y define qué son órganos de inspección.

			Definición[image: ]

			Los de Inspección de los Tributos no son sino los órganos de la hacienda pública que tienen encomendada la función de comprobar la situación tributaria de los sujetos pasivos y demás obligados tributarios.

			Su finalidad será verificar el exacto cumplimiento de las obligaciones y deberes que tiene el sujeto pasivo y demás obligados con la hacienda pública.

			La inspección de los tributos podrá tener otras funciones como gestión tributaria.

			Se trata de comprobaciones abreviadas que se iniciaron en la gestión y adquieren la configuración de comprobaciones formales.

			El artículo.2, al igual que establece el artículo 14 de la Ley General Tributario dispone que corresponde a la inspección de los tributos:

			1.Investigar hachos ignorados por la administración  y su consiguiente atribución al sujeto pasivo o obligado tributario.

			2.Integración definitiva de las bases tributarias y la comprobación de las declaraciones y las autoliquidaciones y ver si se han aplicado los sujetos pasivos bien las normas tributarias.

			3.Practicar las liquidaciones tributarias resultantes de las actuaciones de comprobación e investigación.

			4.Realizar por propia iniciativa o por otros órganos aquellas actuaciones de obtención de información.

			Estas cuatro funciones son iguales en ambas normas. Igualmente, el art..2 además añade:

			1.Comprobación de valores.

			2.Información y asesoramiento a los sujetos pasivos sobre normas fiscales y también a los demás obligados tributarios.

			3.Demás funciones encomendadas por el Ministerio de Economía.

			Las competencias comprobadoras de tributos estatales se encuentra encomendado a la AEAT y dentro de ella, al departamento de inspección.

			Los tributos propios de las Comunidades Autónomas y los tributos cedidos a las Comunidades Autónomas están encomendados a dichos órganos.

			Entre los tributos estatales, cabe reseñar los siguientes:

			[image: ]

			Cuando se realiza la comprobación sobre una persona física en general pero sobre algo relativo a sus rentas, es decir, cuando los inspectores estatales también inspeccionan su I.R.P.F., el acto liquidatorio lo dictara la Comunidad Autónoma pero la comprobación será estatal.

			En el supuesto de que un inspector estatal inicie un procedimiento de inspección sobre tributos en los que no tenga competencia, se declarara nulo el acto.

			Otro de los órganos que tiene competencias comprobadoras es el centro de gestión catastral, que pertenece al ministerio de hacienda y revisa los valores catrastrales. El departamento de aduanas también cuenta con sus propios inspectores.

			Los inspectores trabajan en equipos o unidades. A nivel central disponemos de la oficina nacional de inspección, existiendo una serie de equipos de inspección dirigidos por un inspector jefe, que ostenta la jefatura de equipo.

			Cada equipo esta sectorializado, es decir, existen equipos de inspección que se dedican a inspeccionar tipos de empresas concretas, son grandes empresas a nivel nacional.

			Puede haber delegaciones territoriales de la oficina nacional de inspección, pero dependen de Madrid directamente sus competencias en toda España.

			Existe igualmente una unidad central d inspección que es aquel lugar donde va toda la información que requieren los inspectores.

			A nivel territorial disponemos de delegaciones especiales de la AEAT y las delegaciones provinciales de la AEAT.

			En cada delegación especial de la comunidad autónoma existen las denominadas dependencias regionales de inspección y dentro de ellas tenemos las unidades regionales de inspección, dentro de la unidad hay un jefe de inspección con subinspectores a su cargo.

			
				
					[image: ]
				

			

			Estas unidades regionales, también sectorializadas, pueden inspeccionar a empresas no adscritas a la ONI y su domicilio fiscal este dentro de la comunidad autónoma, estas empresas han de tener una facturación superior a 1000 millones.ç

			En cada delegación provincial está prevista la existencia de delegaciones provinciales de inspección y dentro tenemos las unidades provinciales de inspección.

			Estas unidades inspeccionan a todo aquel que no se encuentre adscrito a la ONI ni a las unidades regionales de inspección y han de estar dentro de sus provincias aquí no están sectorializadas ni adscritas.

			Los cuerpos de funcionarios encargados de las labores de inspección de los tributos corresponden a las siguientes categorías:

			
				
					
					
				
				
					
							
							Subinspectores de hacienda

						
							
							–Se encuentran integrados en un equipo de la ONI o en una URI o en una UPI.

							–Los subinspectores de mayor categoría pueden realizar todo el procedimiento inspector.

						
					

					
							
							Inspectores de hacienda

						
							
							–Desarrollan en su totalidad el procedimiento inspector.

							–Sus funciones comprenden desde enviar comunicados hasta la firma de las actas.

							–En dichas actas se contiene una propuesta de liquidación y regularización ).

							–La firma del acto liquidatorio es competencia exclusiva del inspector jefe.

						
					

				
			

			Sabías que[image: ]

			El jefe de todas las URI ostenta la jefatura de la dependencia regional de inspección y se encarga de dictar el acto de liquidación.

			El jefe de todas las UPI es el jefe de la dependencia provincial de inspección y es el que dicta el acto de liquidación.

			De esta forma, podemos diferencias entre los siguientes cuerpos vinculados a las funciones de inspección:

			[image: ]

			Éstos últimos hacen actos preparatorios a la inspección, como, por ejemplo, la realización de comunicaciones a los sujetos pasivos. Pueden igualmente firmar diligencias.

			Derechos y prerrogativas de los inspectores

			Los cuerpos encargados de instruir el procedimiento de inspección de los tributos tienen una serie de derechos y cuentan con un listado de beneficios o prerrogativas, concedidas en virtud de la Ley General Tributaria y del Reglamento General de Gestión e Inspección de los Tributos.

			Para el análisis de los mencionados derechos y prerrogativas, será preciso referirnos a los siguientes preceptos:

			
				
					
				
				
					
							
							Los obligados tributarios han de facilitar la práctica de las inspecciones.

							La resistencia, excusa o negativa a las actuaciones inspectoras supone el incumplimiento de la obligación tributaria y es infracción tributaria y sancionada.

						
					

					
							
							Los funcionarios que desempeñan funciones de inspección serán considerados agentes de la autoridad cuando ejerzan actividades comprobadoras.

							Pueden pedir auxilio a los agentes de la autoridad pública.

						
					

					
							
							Son considerados agentes de la autoridad cuando ejerzan sus funciones inspectoras.

							Los inspectores, los subinspectores y agentes tributarios deberán identificarse a través de un carné profesional.

						
					

					
							
							Al aludir a los deberes de la inspección, establece que tienen pleno sometimiento a la ley y al derecho.

							Los inspectores han de guardar sigilo y secreto de los datos personales de los contribuyentes.

						
					

					
							
							El inspector, cuando inicia un procedimiento de inspección, ha de informar de todas las actuaciones de comprobación y de cuáles sean los derechos de los contribuyentes.

						
					

				
			

			1.1.2.Funciones y actuaciones

			Por lo que se refiere a quiénes son sujetos de los procedimientos de inspección, habrá que acudir a lo dispuesto por el Reglamento General de Gestión e Inspección de los Tributos.

			Particularmente, el art. 24 el Reglamento General de Gestión e Inspección de los Tributos dispone que están obligados a atender a la inspección cuando sean requeridos por ella, los siguientes sujetos:

			–El sujeto pasivo.

			–El retenedor.

			–La sociedad dominante en declaraciones consolidadas.

			–Los sucesores.

			–Los responsables solidarios.

			–Los obligados a suministrar información.

			–El representante del menor infractor.

			Importante[image: ]

			En el caso de los sucesores, entendemos por ellos los herederos sí es persona física o los socios sí es persona jurídica. En estos supuestos los inspectores podrán requerir a los liquidadores en el caso de que sean ellos los que custodien la contabilidad.

			Se entiende que hay obligados a suministrar información si existe un requerimiento individualizado de información por parte de la inspección a un sujeto concreto.

			En caso de menores con representante, si el menor es considerado infractor, la infracción, al no poder ser imputable al menor, pasará a su representante.

			Como ya hemos tenido ocasión de exponer anteriormente, son varios los preceptos que se refieren a las funciones y actuaciones de los órganos de inspección.

			Así, el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio enuncia el derecho de los contribuyentes a ser informados de la naturaleza y alcance desde el inicio del procedimiento inspector. Ello no constituye más que una reafirmación del derecho genérico a ser informados que preside la relación entre el administrado y la administración en el seno de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común.

			La posibilidad de que los obligados tributarios o su representante puedan estar presentes en las actuaciones cuando, según el inspector, se considere oportuno que sea más recomendable que se presencien la actuación inspectora, se regula en el Reglamento General de Gestión e Inspección de los Tributos.

			A las restantes actuaciones, es decir, cuando el inspector no crea necesario que se encuentre presente el obligado tributario , la presencia del mismo no será preceptiva, por lo que podrá estar presente o no.

			En el Reglamento General de Gestión e Inspección de los Tributos se encuentra previsto que, cuando al obligado tributario se le requiera por escrito y él comparezca, entonces quedará plasmada la comparecencia del obligado tributario en una diligencia que deberá realizar el inspector.

			Los requerimientos han de ser realizados por escrito e indicando en todo caso el lugar, fecha y hora de los mismos.

			Si el obligado tributario no comparece en el primer y segundo requerimiento, se le hará un tercer requerimiento y si no aparece se le abre procedimiento sancionador, su conducta estará calificada de infracción tributaria.

			El art.25 del Reglamento contempla que en el examen de la documentación contable por parte del inspector será necesaria la presencia del obligado tributario. El obligado tributario en estos casos podrá acompañado de su asesor en todas las actuaciones.

			En relación con la capacidad de obrar, el art. 26 del Reglamento de Gestión e Inspección de los Tributos dispone que los que no tienen capacidad de obrar deberán tener representantes legales que actuarán en nombre de ellos.

			En el caso de personas jurídicas, el representante será el órgano que tenga la representación legal establecida en los estatutos. En el curso del procedimiento inspector comparecerán los representantes legales que haya en cada momento. Pero a efectos de responsabilidad subsidiaria recaerá sobre el representante que había en el ejercicio que ahora se inspecciona.

			Actúan en nombre de los entes del art.33 de la Ley General Tributaria los representantes de la entidad y sino los copartícipes.

			En personas no residentes deberán tener un representante con domicilio fiscal en España.

			El art.111 del Reglamento regula los supuestos de representación voluntaria. Ésta tiene lugar cuando el obligado tributario designe a una persona para que le represente voluntariamente. La inspección se entenderá con el representante como si fuera el propio obligado tributario.

			Para interponer el correspondiente recurso, desistir de ellos y renunciar a derechos la representación se habrá de acreditar.

			Para suscribir actas y otros actos que no sean de nuevo trámite la representación deberá acreditarse adecuadamente.

			Se entiende que se produce dicha acreditación a través de una declaración tributaria o si constan en el correspondiente documento privado las firmas del obligado tributario y del que será el representante.

			Importante[image: ]

			Una vez hecho el documento de representación servirá para todo el procedimiento.

			Para los actos de nuevo trámite no se necesita la acreditación de la representación.

			Si comparece ante inspección una persona que dice que es representante pero no lo acredita, entonces se le darán dos oportunidades y, si no lo acredita, se entenderá que el obligado tributario no ha comparecido.

			Art.28 del Reglamento General de Gestión e Inspección Tributaria dispone que si el obligado tributario revoca la autorización del representante, las actuaciones hechas anteriormente con el representante se consideran validas.

			Art.27 ley 1/98 contempla igualmente el derecho del obligado tributario sujeto de un procedimiento de inspección a conocer el inicio de las actuaciones de comprobación.

			En los arts. 18 y 19 RGGIT se regula el hecho de que las actuaciones inspectoras obedecen a unos planes de inspección. Ello supone que habrá siempre una planificación previa, por lo que estos planes motivan la selección de unza serie de contribuyentes sin perjuicio de que el propio inspector al hacer las actuaciones puede proponer que se inicie un procedimiento a otro contribuyente del cual tiene indicios de que ha escondido cosas.

			En el Ministerio de Hacienda se elabora cada año un plan nacional de inspección. En dicho plan se encuentran aquellos sectores que presentan especial riesgo. De esta forma, el contribuyente tiene derecho a saber por qué se le ha seleccionado para ser inspeccionado. Una vez llegan los criterios d selección a las dependencias regionales y especiales, estas harán su propio plan de inspección.

			Dicha facultad de los obligados tributarios halla su plasmación en la normativa tributaria mediante la declaración hecha en el art.26 ley 1/98, que reconoce el derecho a conocer los criterios que se utilizan en el plan nacional de medios.

			La Inspección de Tributos se encuentra integrada dentro de los órganos que componen la Agencia Estatal para la administración de los Tributos.

			Por sus funciones, se entiende que es el instituto que se encarga de comprobar la situación tributaria de los sujetos pasivos de cada uno de los impuestos que están contempladas en nuestro sistema.

			Igualmente se ocupará de la verificación del cumplimiento de las obligaciones con Hacienda de todos los contribuyentes.

			Las actuaciones inspectoras pueden comprender varios tipos de tareas, entre las que cabe destacar las siguientes:
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			Las tareas de comprobación podrán realizarse mediante la averiguación de todos los supuestos en los que incurren los contribuyentes con el fin de descubrir circunstancias que la Administración desconozca y supongan irregularidades en las declaraciones de impuestos y a través de la comprobación de la veracidad de las declaraciones presentadas por los contribuyentes.

			Aquellas actuaciones que sean consideradas necesarias para la obtención de información relacionada con la aplicación de tributos serán igualmente procedentes en el ámbito de las facultades propias de la Inspección de Tributos.

			Asimismo, cabe incluir la realización de las comprobaciones propias de los valores declarados por los contribuyentes en relación a diferentes elementos tales como:
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			La Inspección de Tributos se encargará también de verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para beneficiarse de incentivos fiscales o devoluciones tributarias.

			Por otro lado, realizará tareas de información a los obligados tributarios sobre las actuaciones realizadas y podrá practicar las liquidaciones resultantes de esas actuaciones.

			Recuerda[image: ]

			Los órganos de inspección se encuentran facultados para la realización de actuaciones de comprobación limitada, que, si bien corresponden a los departamentos de gestión tributaria, podrán ser igualmente sustituidos por los órganos de inspección, pudiendo además realizar labores de intervención tributaria y asesoramiento a otros órganos de la Hacienda Pública.

			La vigente Ley General Tributaria regula con mayor grado de precisión que la Ley General Tributaria de 1963 los supuestos de estimación parcial de recursos o reclamaciones con ordenación de retroacción de actuaciones a través de su artículo 150.5 de la LGT.

			No obstante, las dudas han persistido. Prueba de ello es la reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de abril de 2013, dictada en recurso de casación para la unificación de doctrina nº 3369/2012 (NFJ050709).

			Particularmente importante ha sido el planteamiento a nivel doctrinal y jurisprudencial acerca de si el procedimiento incoado en ejecución al amparo del referido artículo 150.5 LGT, puede únicamente activarse cuando los acuerdos liquidadores y sanciones recurridos han sido anulados por vicios de forma y no de fondo.

			Además se ha venido suscitando si dicho procedimiento constituye una continuidad respecto al procedimiento de inspección originario o si, por el contrario, se trata de un procedimiento distinto y desvinculado del que traía causa.

			También han trascendido problemas interpretativos en torno a la fecha o momento en que debe comenzarse a computar el plazo de duración del referido procedimiento.

			La fecha de devolución del expediente por parte de la Autoridad judicial o de la instancia de revisión administrativa que estipula la retroacción de actuaciones o la determinación del momento en que la Unidad de Inspección decide iniciar el procedimiento de ejecución resulta ser particularmente importante.

			Importante[image: ]

			Debemos tener en cuenta la determinación de las consecuencias del incumplimiento del plazo establecido en el artículo 150.5 de la Ley General Tributaria de cara a una posible prescripción de los conceptos y períodos objeto de regularización mediante las actuaciones inspectoras desarrolladas en funciones ejecutivas y, en particular, si procede en tales casos la aplicación coordinada del citado precepto con el artículo 150.2 de la LGT.

			El Tribunal Supremo, en la Sentencia referida ha resuelto que, en unificación de doctrina, las referidas cuestiones deben tratarse conforme pasamos a argumentar a continuación:

			1.En primer lugar, la Sentencia de 4 de abril de 2013 es tajante. Afirmar de manera categórica que “el artículo 150.5 de la LGT no solo es aplicable cuando la liquidación se anula por razones formales sino también cuando se anula por razones de fondo, aunque un sector de la doctrina entienda que la orden de reposición de actuaciones con el fin de subsanar los vicios en que haya incurrido el procedimiento de inspección tributaria sometido a revisión sólo es posible dictarla cuando la anulación del acto recurrido lo haya sido con causa en defectos de forma advertidos en el proceder del órgano de inspección tributaria y siempre, además, que tales vicios en la forma hayan disminuido las posibilidades de defensa del contribuyente” (Fundamento Tercero).

			2.En relación con el tipo de procedimiento, el Tribunal Supremo sostiene que el procedimiento incoado en ejecución si bien tiene naturaleza propiamente “inspectora” es distinto del procedimiento inspector originario que culminó con los Acuerdos posteriormente anulados.

			De manera particular, y apoyándose en la Sentencia de instancia de la Audiencia Nacional recurrida en casación, afirma que “se está, (…), ante unas actuaciones inspectoras bajo la modalidad de retroacción de actuaciones e incoadas bajo la vigencia del artículo 150.5 LGT (F. de D. Duodécimo). Lo dicho lleva a que a los actos de ejecución se les aplique el artículo 70.2.2º [sic] del Reglamento de Revisión , luego no forman parte del procedimiento del que procede el acto en su día impugnado, aquí el que finalizó con las liquidaciones de 4 de septiembre de 1996; y, por otro, las actuaciones inspectoras de ejecución de las que trae su causa las nuevas liquidaciones impugnadas como actos originarios, debieron concluirse no en el plazo de doce meses –no se trata de una reposición total– sino de seis meses ( art. 150.5 LGT )” (Fundamento Tercero).

			3.3.- Respecto a la fecha para iniciar el cómputo del plazo de 6 meses del artículo 150.5 de la Ley General Tributaria, la Sentencia deja claro que el momento a tener en cuenta desde la efectiva recepción del Expediente devuelto por parte de la respectiva Administración tributaria y no cuando se notifica al obligado tributario el inicio del referido procedimiento. En particular, “este plazo se cuenta “desde la recepción del expediente por el órgano competente para ejecutar la resolución”, no desde el que se notifica la orden de ejecución y se da de baja a la anterior liquidación (…)

			En cuanto al momento en que la Inspección recibió el expediente, la actora ha aportado con la demanda (documento nº 3) copia del escrito que el TEAR remitió a la Inspección junto con “los documentos referenciados en el asunto para dar cumplimiento al fallo” tanto del propio TEAR como de esta Sala. Este oficio tiene fecha de salida de 19 de mayo de 2006 y consta que la AEAT de Málaga lo recibió el 26 de mayo de 2006, luego desde esa fecha la AEAT estaba en condiciones de ejecutar la resolución del TEAR como lo prueba que el 31 siguiente la Inspectora Regional Adjunta dictase el acuerdo de reposición (documento nº 4 de la demanda).

			A partir de ello, y como las liquidaciones se notificaron más allá de los seis meses –el 26 de diciembre de 2006– se plantea si la consecuencia es la del artículo 150.2.a) LGT…” (Fundamento Tercero).

			4.Finalmente, la Sentencia resuelve el tema relativo a las consecuencias que se derivan del incumplimiento del plazo de 6 meses del artículo 150.5 de la LGT, postulando la aplicación coordinada del artículo 150.2 de la LGT o, lo que es lo mismo, que no se considerarán interrumpidos los plazos de prescripción de los conceptos y períodos regularizados en dichos procedimientos de ejecución. Y que, en la práctica, conllevará, en muchos casos de incumplimiento del plazo, la prescripción de aquéllos. Razonándolo en los siguientes términos:

			“La contravención del apartado 5 del artículo 150 de la LGT , es decir, el transcurso del plazo de 6 meses sin que finalice el procedimiento, debe tener como consecuencia la solución que viene prevista dentro del mismo artículo 150, concretamente en el apartado 2, que determina que no se tendrán por interrumpidos los plazos de prescripción. Esa es la interpretación lógica y razonable del precepto: la duración por más de seis meses del procedimiento de ejecución elimina el efecto interruptivo de la prescripción del procedimiento inicial del que estas actuaciones dimanan.” (Fundamento Tercero).

			Sin duda la resolución a la que hacemos alusión ofrece luz sobre las cuestiones apuntadas y, además, en nuestra opinión, de forma razonable. Sin embargo, hay una cuestión que merece nuestra atención desde una perspectiva crítica, que se refiere al alcance de las actuaciones inspectoras desarrolladas en ejecución. Y, en concreto, si en tales situaciones, la Inspección puede “reabrir” en su totalidad las actuaciones originarias, sin más limitación que la interdicción de la reformatio in peius o, por el contrario, si las mismas deben atenerse exclusivamente al mandato fijado por la Autoridad judicial o la instancia de revisión en la Sentencia o Resolución parcialmente estimatoria; circunscribiéndose, en definitiva, a subsanar el vicio que originó la anulación, pero sin ir más allá.

			La Sentencia de 4 de abril de 2013, obiter dicta, se decanta por la primera posibilidad.

			Establece esta resolución que “en relación al alcance de las actuaciones inspectoras en fase de ejecución, la solución adoptada por la Ley General Tributaria de 2003 es la de considerar que cuando una resolución judicial o económico-administrativa ordena la retroacción de las actuaciones inspectoras, las de su ejecución han de calificarse como actuaciones inspectoras y no como meras actuaciones dictadas en ejecución” y, consecuentemente, no habría inconveniente para que, en funciones de ejecución, se practiquen actuaciones de comprobación y control no desarrolladas en el primer procedimiento y no encomendadas en la Sentencia o resolución parcialmente estimatorias, conforme parece ratificarse en esta Sentencia cuando afirma (sin crítica u óbice alguno) que “en el caso de autos hay que concluir que se aplica la LGT [58/2003] pues el 13 de julio de 2006 se notifica el acuerdo que da de baja a las anteriores liquidaciones y se inician así nuevas actuaciones de comprobación e inspección, lo que se había acordado el 31 de mayo.

			Además, aparte de que así lo entendió la Inspección, esa reposición no se limitó a dictar un nuevo acuerdo de liquidación sino que se practicaron nuevos actos de comprobación e inspección” (Fundamento Tercero).

			Importante[image: ]

			La citada posibilidad no es más que una segunda oportunidad que se ofrecería a la Administración tributaria para mejorar la regularización inicialmente formulada y anulada, pudiendo incurrir, en última instancia, en una reformatio in peius, pues aquélla resultaría beneficiada por su propia irregularidad.

			Las actuaciones inspectoras en funciones ejecutivas, por ende, deberán ceñirse al mandato de retroacción estipulado por la Autoridad judicial o la instancia revisora.

			Las facultades de la inspección de los tributos se hallan reguladas en el Art. 142 de la Ley General Tributaria, que señala que las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con transcendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias.

			En el artículo 171 del Reglamento se precisan los documentos que pueden ser examinados. Son los siguientes:

			–Declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes presentadas por los obligados tributarios relativas a cualquier tributo.

			–Contabilidad de los obligados tributarios, que comprenderá tanto los registros y soportes contables como las hojas previas o accesorias que amparen o justifiquen las anotaciones contables.

			–Libros registro establecidos por las normas tributarias.

			–Facturas, justificantes y documentos sustitutivos que deban emitir o conservar los obligados tributarios.

			–Documentos, datos, informes, antecedentes y cualquier otro documento con trascendencia tributaria.

			El apartado 3º añade que los obligados tributarios deberán poner a disposición del personal inspector la documentación citada y que cuando el personal inspector requiera al obligado tributario para que aporte datos, informes o antecedentes que no deban hallarse a disposición de dicho personal, se concederá un plazo no inferior a 10 días, contados a partir del siguiente al de la notificación del requerimiento, para cumplir con este deber de colaboración.

			La novedad anunciada por la Agencia Estatal de Administración Tributaria en el Plan contra el fraude de 2014 no es tal. Esto puede afirmarse pues, como puede comprobarse, la Inspección de Hacienda ya cuenta actualmente con la facultad de examinar bases de datos y archivos informáticos.

			La razón última radica no tanto en la facultad de inspeccionar los ordenadores, sino más bien, como más adelante veremos, en si se puede acceder o no, y en qué condiciones, al lugar donde está el ordenador y a si ese ordenador es de uso exclusivo del negocio o, por el contrario, tienen un uso mixto, personal y profesional, en el que puedan verse afectados derechos tales como la intimidad, el secreto de las comunicaciones, la protección de datos o incluso el secreto profesional

			El art. 172 establece que, cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

			Importante[image: ]

			Si la persona bajo cuya custodia se encuentren los lugares mencionados en el párrafo anterior se opone a la entrada de los funcionarios de la inspección de los tributos, se precisará la autorización escrita de la autoridad administrativa que reglamentariamente se determine.

			La regulación reglamentaria de la entrada y reconocimiento de fincas se encuentra recogids en el art. 172.

			El apartado 1 reconoce a los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración tributaria que desarrollen actuaciones inspectoras la facultad de entrada y reconocimiento de los lugares a que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, cuando aquellas así lo requieran.

			De conformidad con lo previsto en el art. 172.2 del Reglamento, cuando el obligado tributario o la persona bajo cuya custodia se encontraran los mencionados lugares se oponga a la entrada de los funcionarios de inspección, se precisará autorización escrita del delegado o del director de departamento del que dependa el órgano actuante, sin perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que procedan.

			En el ámbito de la Dirección General del Catastro la autorización a que se refiere el párrafo anterior corresponderá al Director General.

			El apartado 5 del citado precepto viene a establecer que, a estos efectos, se considerará que el obligado tributario o la persona bajo cuya custodia se encuentren los lugares a que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, prestan su conformidad a la entrada y reconocimiento cuando ejecuten los actos normalmente necesarios que dependan de ellos para que las actuaciones puedan llevarse a cabo.

			De producirse la revocación del consentimiento del obligado tributario para la permanencia en los lugares en los que se estén desarrollando las actuaciones, los funcionarios de inspección, antes de la finalización de estas, podrán adoptar las medidas cautelares reguladas en el artículo 146 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

			Además, siempre y cuando, en el ejercicio de las actuaciones inspectoras, sea necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 113 de la LGT; es decir, para en el domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario o efectuar registros en el mismo, la Administración tributaria deberá obtener el consentimiento de aquél o la oportuna autorización judicial.

			Según el art. 172.4, en la entrada y reconocimiento judicialmente autorizados, los funcionarios de inspección podrán adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias.

			Una vez finalizada la entrada y reconocimiento, se comunicará al órgano jurisdiccional que las autorizaron las circunstancias, incidencias y resultados.

			Respecto a las personas jurídicas, el «domicilio constitucionalmente protegido» se extiende a los espacios físicos que son indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros (STC 26 de abril de 1999, número 69/99).

			Sobre este particular, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos extiende el derecho al respecto al domicilio de las personas jurídicas a sus locales profesionales y comerciales y a sus oficinas.

			Por lo tanto, si dicho ordenador se encuentra, por ejemplo, en un bar o en un comercio abierto al público, el inspector podría acceder a su contenido sin necesidad de autorización judicial.

			Sin embargo, si dicho ordenador se encuentra en un despacho profesional, o en un domicilio, será necesaria una orden judicial, si no se cuenta con el consentimiento del titular.

			La siguiente cuestión se refiere al posible uso mixto, particular y profesional, del ordenador y al contenido que pueda haber en el mismo que puede verse amparado por derechos constitucionales tales como el secreto de las comunicaciones o, sobre todo, si se refiere a un uso particular, como la intimidad personal y familiar.

			Recuerda[image: ]

			La Inspección no está facultada, sin una orden judicial o el consentimiento del afectado, a acceder a contenidos o aplicaciones de este tipo, tales como correo electrónico, chats, programas de llamadas o video llamadas.

			Así lo han señalado reiteradamente el Tribunal Supremo y la Audiencia Nacional fallado que la Agencia Tributaria no es ajena al respeto que merece el derecho al secreto de las telecomunicaciones.

			La consulta de la información de los ordenadores debe llevarse a cabo en presencia del obligado tributario y debe reflejarse en la oportuna diligencia el contenido al que se accede o se copia.

			Es interesante aconsejar al obligado tributario que haga constar en dicha diligencia el carácter mixto, particular y profesional, del ordenador y la existencia de contenido privado en el mismo; especialmente si por la inspección se accede, o intenta acceder, a dicho contenido; pues ello podría viciar de nulidad la actuación del inspector.

			Al igual que la Ley General Tributaria obliga al inspector a informar de los derechos del administrado, también establece la obligación de éste de atender a la inspección y prestarle la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

			El art. 142.3 señala también que el obligado tributario requerido por la inspección deberá personarse, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la inspección la documentación y demás elementos solicitados.

			Importante[image: ]

			Conforme al art. 142.4, los funcionarios que desempeñen funciones de inspección se considerarán agentes de la autoridad y deberán acreditar su condición, si son requeridos para ello, fuera de las oficinas públicas.

			Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio de las funciones de inspección.

			El Artículo 173 del Reglamento regula esta obligación de atender a los órganos de inspección.

			El apartado 3 señala también que el obligado tributario o su representante deberán hallarse presentes en las actuaciones inspectoras cuando a juicio del órgano de inspección sea preciso para la adecuada práctica de aquellas.

			El apartado 5 señala que la Inspección está facultada para:

			–Recabar información de los trabajadores o empleados sobre cuestiones relativas a las actividades en que participen.

			–Realizar mediciones o tomar muestras, así como obtener fotografías, croquis o planos. Estas operaciones podrán ser realizadas por el personal inspector en los términos del artículo 169.

			–Recabar el dictamen de peritos. A tal fin, en los órganos con funciones de inspección podrá prestar sus servicios el personal facultativo.

			–Exigir la exhibición de objetos determinantes de la exacción de un tributo.

			–Verificar los sistemas de control interno de la empresa, cuando pueda facilitar la comprobación de la situación tributaria del obligado.

			–Verificar y analizar los sistemas y equipos informáticos mediante los que se lleve a cabo, total o parcialmente, la gestión de la actividad económica.

			1.2.Organización del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria

			En materia de inspección, hay que destacar que existe una organización específica. Esta organización será diferente en cada una de las administraciones tributarias territoriales:

			a.En primer lugar, en el ámbito estatal, la Agencia Española de Administración Tributaria va a desarrollar las funciones de inspección. 

			Particularmente, es el departamento de inspección financiera y tributaria el órgano que las desempeña. 

			Dentro de dicho departamento, existen órganos centrales, que cumplen funciones de inspección centralizada y de obtención de información y órganos de administración periférica.

			Los órganos de la administración periférica están constituidos por las dependencias de inspección que existirán en las distintas delegaciones y administraciones de la propia Agencia.

			Por lo que se refiere a la función de inspección centralizada y de obtención de información, es la oficina nacional de inspección y el área de servicios especiales y auditoría, así  como  la denominada unidad central de información.

			b.En un segundo nivel, en el ámbito autonómico, las comunidades autónomas poseen sus propios órganos de inspección en relación con los tributos cuya gestión y recaudación le son propias.

			c.Finalmente, asimismo, por lo que se refiere al ámbito municipal, los entes locales poseen sus propios órganos de inspección.

			Sin embargo es frecuente que suelan delegar dichas funciones en las diputaciones provinciales, mediante patronatos provinciales, e incluso en las propias comunidades autónomas, cuyos órganos de inspección asumirán igualmente competencias en este ámbito. 

			Además, cuando se trata de tributos locales gestionados por el Estado, es precisamente éste quien debe desempeñar las funciones de inspección, sin perjuicio de las formas de colaboración que pudieran establecerse.

			Órganos de la inspección en el ámbito estatal

			En el ámbito de competencias del Estado, y en virtud de lo previsto en el art. 166.2 RGGIT, el ejercicio de las funciones de inspección tributaria corresponderá a los siguientes órganos:

			–Los órganos con funciones inspectoras de la AEAT en los términos establecidos en la normativa aplicable.

			–Los órganos de la Dirección General del Catastro que tengan atribuida la inspección catastral de acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley del catastro inmobiliario, aprobado por RD Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, en la forma que se determine mediante orden del ministro de Economía y Hacienda, y sin perjuicio de las posibles actuaciones conjuntas que puedan realizarse con las entidades locales.

			Los órganos con funciones inspectoras de la Agencia Española de Administración Tributaria ejercerán sus funciones respecto de los siguientes tributos:

			–Aquellos cuya aplicación corresponda a la Administración tributaria del Estado, así como sobre los recargos establecidos sobre tales tributos a favor de otros entes públicos.

			–Los tributos cedidos de acuerdo con lo dispuesto en el art. 58.1 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de autonomía, así como, en su caso, con lo dispuesto en las leyes reguladoras del régimen de cesión de tributos del Estado y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión a cada comunidad autónoma.

			–El impuesto sobre actividades económicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora de las Haciendas locales.

			Las actuaciones inspectoras podrán realizarse igualmente mediante la colaboración entre las distintas administraciones tributarias, de oficio o a solicitud de la otra Administración.

			Cuando los órganos de inspección de una Administración tributaria conozcan hechos o circunstancias con trascendencia tributaria para otras administraciones tributarias, los pondrán en conocimiento de estas y los acompañarán de los elementos probatorios que procedan, según lo establecido en el art. 167 RGGIT

			Colaboración de los órganos de inspección con otros órganos y Administraciones

			Las actuaciones inspectoras que tenga que efectuar una entidad local fuera de su territorio serán realizadas por los órganos competentes de su comunidad autónoma cuando deban realizarse en el ámbito territorial de esta así como por los órganos de la Administración tributaria del Estado o de la comunidad autónoma competente por razón del territorio en otro caso, previa solicitud del presidente de la corporación local.

			Las actuaciones inspectoras que tenga que efectuar una comunidad autónoma fuera de su territorio serán realizadas, a solicitud de esta, por los órganos de inspección de la Administración tributaria del Estado o de la comunidad autónoma competente por razón de territorio, en función de las competencias correspondientes.

			Los órganos de inspección comunicarán a otros órganos de la misma Administración tributaria cuantos datos conozcan con trascendencia para el adecuado desempeño de las funciones que tengan encomendadas.

			A dichos efectos, tendrán en cuenta sus respectivas competencias funcionales o territoriales. Asimismo, los órganos de inspección deberán prestar la colaboración necesaria a otros órganos inspectores dentro de la misma Administración tributaria.

			El objetivo básico del Departamento de Inspección no es otro que el impulso del cumplimiento voluntario de las obligaciones tributarias de los ciudadanos.

			Su creación vino motivada por razones de carácter organizativo, en particular:

			[image: ]

			Del mismo modo la actuación del Departamento de Inspección se rige por la aplicación de una serie de principios, entre los que cabe señalar:

			–Generalidad y equidad en la aplicación del sistema tributario

			–Respeto a los derechos y garantías de los ciudadanos reconocidos en las Leyes

			–Asistencia al ciudadano

			–Comodidad, agilidad y sencillez de trámites derivados de las obligaciones tributarias

			–Comunicación ágil y fluida con los ciudadanos, aprovechando las nuevas tecnologías

			–Seguridad y confidencialidad en las relaciones con los ciudadanos

			–Profesionalidad, imparcialidad y transparencia en las actuaciones de la Agencia Tributaria

			–Eficacia y eficiencia en los procedimientos tributarios

			–Adaptación al entorno económico-social y a las necesidades de los ciudadanos

			–Participación de las Comunidades y Ciudades Autónomas y otros organismos, instituciones y entidades sociales en la prestación de servicios que faciliten a los ciudadanos el cumplimiento de sus obligaciones tributarias

			Por lo que se refiere al modelo organizativo, cabe reseñar que responde a los siguientes principios:

			1.La autonomía en la gestión de los recursos humanos y materiales.

			2.La existencia de personal propio y de medios adecuados para su captación y formación.

			3.La descentralización.

			4.El control por objetivos.

			5.El servicio de auditoría interna y servicio jurídico propios.

			Importante[image: ]

			La descentralización es entendida como agilidad en la toma de decisiones.

			Los órganos rectores del Departamento de Inspección de los Tributos son lo siguientes:

			[image: ]

			El Presidente tiene la superior dirección de la Agencia Tributaria y su representación legal. Asimismo, el Presidente aprueba su Plan de actuaciones, las ofertas de empleo, el anteproyecto de Presupuesto y la estructura orgánica.

			El Presidente se encuentra asistido de un Consejo de Dirección, como órgano de asesoramiento.

			El Director General cumple, en primer lugar, con la dirección del funcionamiento ordinario de la Agencia Tributaria. Ostenta la jefatura superior de personal del Departamento. Es el Director de la ejecución del Plan de actuaciones. Elabora el anteproyecto de Presupuesto y Plan de actuaciones.

			Estructura territorial:

			–Servicios centrales

			–17 delegaciones especiales (Delegado Especial)

			–Dependencias Regionales

			–56 delegaciones (Delegado) Dependencias

			–242 administraciones (Administrador) Unidades administrativas

			–Servicios territoriales

			Dentro de la denominada estructura funcional del Departamento de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria se encuentra encardinado entre otros departamentos destinados al desarrollo de otras funciones propias de los órganos de gestión, recaudación e inspección.

			Concretamente, la estructura funcional de la Agencia Estatal de Administración Tributaria queda conformada de la siguiente manera:

			–Departamento gestion tributaria

			–Departamento inspeccion financiera y tributaria

			–Departamento de recaudacion

			–Departamento de aduanas e impuestos especiales (servicio vigilancia aduanera)

			–Departamento de informatica tributaria

			–Departamento de organización, planificacion y relaciones institucionales

			–Departamento de recursos humanos y administracion economica

			[image: ]

			Por lo que respecta a los órganos de dirección, se constituyen y organizan conforme al siguiente cuadro:

			–Órganos De Dirección:

			∙S.G. Recaudacion Ejecutiva

			∙S.G. Procedimientos Especiales

			∙S.G. Coordinación y Gestion

			∙S.G. Organización y Planificacion

			Subdirección General de Recaudación Ejecutiva:

			A este órgano de dirección le son arrogadas las siguientes facultades:

			–Dirección, coordinación e impulso de los servicios recaudatorios territoriales

			–Coordinación con los órganos de Inspección

			–Realización de estudios e informes relativos a los procedimientos de enajenación forzosa

			–Seguimiento y control de la gestión recaudatoria

			–Área de Procesos concursales

			Subdirección General de Procedimientos Especiales:

			Le corresponderán las siguientes funciones:

			–Propuestas de modificaciones normativas

			–Apoyo técnico

			–Dirección, impulso y coordinación de procedimientos especiales

			–Unidad Central de actuaciones especiales y relaciones con los Tribunales

			Subdirección General de Coordinación y Gestión:

			Se trata de un órgano cuyas competencias en el ámbito de la Administración Estatal de Administración Tributaria son:

			–Diseño de sistemas y métodos para la gestión recaudatoria

			–Colaboración con Informática Tributaria

			–Convenios para la prestación de servicios de otras Administraciones

			–Unidad de Control de Entidades Colaboradoras

			–Seguimiento de las entidades que realicen el servicio de caja

			Subdirección General de Organización y Planificación:

			Se trata de funciones las suyas que vienen a complementar y ayudar a las funciones propias de otras subdirecciones. Entre ellas, cabe destacar:

			–Colaboración DOPRI en la fijación de objetivos y su seguimiento.

			–Gestión y formación de recursos humanos.

			–Estudio y propuesta de medidas organizativas.

			–Supervisión de las funciones de carácter administrativo y del régimen interior del Departamento.

			–Colaboración con el Departamento Informática en gestión de información (fallidos).

			Departamento de Recaudación de la Agencia Tributaria:

			Por lo que se refiere al Departamento de Recaudación de la Agencia Tributaria, son diversos los órganos de recaudación.

			A saber:

			–Órganos centrales

			∙Departamento de recaudación.

			∙Delegación Central de grandes contribuyentes: Contribuyentes con volumen de operaciones superior a 100 millones de euros.

			–Órganos territoriales:

			∙Dependencias Regionales de Recaudación (Delegación Especial)-

			∙Dependencias de Recaudación (Delegación) 

			∙Unidades administrativas de Recaudación (Administraciones)

			1.2.1.El personal inspector

			Sujetos del procedimiento de inspección

			Personal inspector. Potestades de la Inspección

			Las actuaciones inspectoras se realizarán por los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración tributaria que desempeñen los puestos de trabajo integrados en los órganos con funciones de inspección tributaria, sin perjuicio de que las normas de organización específicas pueden autorizar la intervención de funcionarios que desempeñen puestos de trabajo en órganos con funciones distintas. Cada Administración tributaria determinará los puestos de trabajo que supongan el desempeño de funciones inspectoras.

			Las actuaciones preparatorias y las de comprobación o prueba de hechos o circunstancias con trascendencia tributaria podrán encomendarse al personal al servicio de la Admón Tributaria que no tenga la condición de funcionarios.

			Las actuaciones efectuadas en el procedimiento por los Órganos competencia para la inspección de los tributos se podrán realizar, bien por uno o varios actuarios, bien por equipos o unidades de inspección y en el ámbito territorial al que extienda su competencia el órgano del que dependan, que salvo disposición expresa en contrario será el correspondiente al domicilio fiscal del obligado tributario, al ser el domicilio fiscal el lugar de localización del obligado tributario en sus relaciones con la Admón tributaria.

			Conviene advertir de la nulidad de pleno derecho en la que incurren los actos viciados de incompetencia materia o territorial. Por ello resulta evidente que las actuaciones realizadas no tienen validez y al proceder de un órgano manifiestamente incompetente, es cierto que el acto de liquidación incurre en nulidad de pleno derecho.

			La consecuencia es la imposibilidad de subsanación y los efectos ex tunc, es decir, los actos no han producido efectos y han de retrotraerse las actuaciones al momento en que se dictaron los actos viciados.

			En cuanto a los derechos y prerrogativas del personal inspector interesa destacar que, en el ejercicio de las funciones inspectoras, los funcionarios de la Inspección de los tributos serán considerados agentes de la autoridad, a los efectos de responsabilidad administrativa y penal de quienes ofrezcan resistencia o cometan atentado o desacato contra ellos, de hecho o de palabra, durante actos de servicio motivado del mismo, debiendo las autoridades públicas prestarles la protección y el auxilio necesario en el ejercicio de sus funciones de inspección. En caso de inobservancia de esta obligación, se dará traslado de lo actuado a los órganos con funciones de asesoramiento jurídico para que ejerciten las acciones que procedan.

			En cuanto a los deberes del personal inspector, el Art. 60.4 RGIT, refiriéndose a “todo el personal al servicio de la Administración tributaria”, dispone que estará obligado al más estricto y completo sigilo respecto de los datos, informes o antecedentes que conozca por razón de su cargo. Dicha información tendrá carácter reservado y sólo podrá ser comunicada a quien por razón de sus competencias intervengan en el procedimiento de que se trate.

			No obstante, lo anterior no impide que los datos, informes o antecedentes obtenidos en el curso de las actuaciones puedan utilizarse cuando sea necesario para la emisión de informe, peritajes o asistencias solicitados a otros órganos. Administraciones, personas o entidades, de acuerdo con la normativa aplicable.

			El personal al servicio de la Administración tributaria deberá poner en conocimiento del órgano competente o en su caso, de la autoridad judicial o del MF, los hechos que conozca en el curso de sus actuaciones de los que pudieran derivarse indicios de fraude en la obtención o percepción de ayudas o subvenciones a cargo de fondos públicos o de la UE así como los hechos que puedan ser constitutivos de delitos no perseguibles únicamente a instancia de la persona agraviada.

			Por otra parte, el Art. 60.6 RGIT dispensa a los funcionarios y personal al servicio de la Administración tributaria de la obligación de declarar como testigos en los procedimientos civiles ni en los penales, por delitos perseguibles únicamente a instancia de parte, cuando no pudieran hacerlo sin violar el deber de sigilo.

			En el desarrollo del procedimiento inspector se pondrán de manifiesto las potestades de la Inspección, que sistemáticamente pueden concretarse en las siguientes:

			a.Examen de la documentación de los obligados tributarios:

			∙Declaraciones, autoliquidaciones

			∙Contabilidad

			∙Libros registro establecidos por la normativa tributaria, 

			∙etc.

			b.Actuaciones de obtención de información previo requerimiento individualizado, o incluso sin previo requerimiento escrito en caso de que lo justifique la naturaleza de los datos a obtener.

			c.Requerimientos individualizados de información a determinadas autoridades sometidas al deber de informar y colaborar.

			d.Requerimiento de información a entidades dedicadas al tráfico bancario o crediticio.

			e.Otras facultades como la de recabar información de los trabajadores o empleados sobre las actividades.

			El tratamiento de las potestades de la Inspección debe completarse con los preceptos que tipifican como infracción tributaria la resistencia, obstrucción y excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria.

			Entre las referidas conductas cabe reseñar las siguientes:

			–No atender algún requerimiento debidamente notificado.

			–No facilitar el examen de documentos informes, libros, registros, ficheros, facturas y cualquier otro dato con trascendencia tributaria.

			–Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o locales a los funcionarios de la Administración tributaria, o el reconocimiento de locales, máquinas, instalaciones y explotaciones relacionadas con las obligaciones tributarias.

			–Coacciones a los funcionarios de la Administración tributaria.

			Los obligados tributarios en el procedimiento de inspección

			Todo obligado tributario puede ser objeto de un procedimiento de comprobación e investigación tributaria encaminada a verificar el exacto cumplimiento de sus obligaciones legalmente establecidas y deberes para con la Hacienda Pública.

			Los obligados tributarios, es decir, las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias, deberán atender a los órganos de inspección, prestándoles la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones, debiendo comparecer, por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las actuaciones aportando o teniendo a disposición de la Inspección la documentación y los demás elementos solicitados.

			Tratándose de un grupo que tribute en régimen de consolidación fiscal en el Impuesto sobre Sociedades, deberá atender a los órganos de inspección tanto la sociedad dominante del grupo como las sociedades dependientes.

			Las actuaciones de comprobación e investigación de las obligaciones tributarias, incluidas las de carácter formal, de las entidades sin personalidad jurídica, se desarrollarán con quien tenga su representación, practicándose a nombre de la entidad las liquidaciones que procedan, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de los partícipes, miembros o cotitulares de dichas entidades.

			El cumplimiento de las obligaciones relativas al tributo que grave las rentas obtenidas de los procedimientos de comprobación o investigación que puedan instruirse frente a cada socio, heredero, comunero o partícipe como obligado tributario por dicho tributo.

			En estos casos podrán utilizarse en dichos procedimientos datos, informes o antecedentes que hubiesen sido obtenidos en las actuaciones de comprobación o investigación de las obligaciones propias de la entidad.

			La comprobación de la situación tributaria de las Uniones Temporales de Empresas, Agrupaciones de Interés Económico y demás entidades obligadas a imputar rentas, se desarrollará con éstas y podrán sus socios o miembros oponer todos los motivos de impugnación que estimen convenientes en el procedimiento de comprobación o investigación que se instruya frente a cada uno de ellos y en el que se tengan en cuenta los resultados de las actuaciones desarrollas con la entidad.

			En caso de solidaridad en el presupuesto de hecho de la obligación, las actuaciones y procedimientos se podrán realizar con cualquiera de los obligados tributarios que concurran en el presupuesto de hecho de la obligación objeto de las actuaciones.

			El procedimiento será único con quienes hayan comparecido, desarrollándose las sucesivas actuaciones con quien en cada caso proceda.

			Las resoluciones que se dicten o las liquidaciones que, en su caso, se practiquen, se realizarán a nombre de todos los obligados que hayan comparecido, y se notificarán a los demás obligados tributarios conocidos.

			En las actuaciones o procedimientos relativos a personas físicas fallecidas o personas jurídicas o demás entidades disueltas o extinguidas, deberán actuar ante la Administración los sucesores a quienes se les transmitan los correspondientes derechos, obligaciones y en su caso, sanciones tributarias. El procedimiento de comprobación o investigación será único y podrá desarrollarse con cualquiera de los sucesores, comunicándose a los demás sucesores conocidos que podrán comparecer en las actuaciones.

			Este procedimiento continuará con quienes hayan comparecido, desarrollándose las sucesivas actuaciones con quienes en cada caso proceda.

			Las resoluciones dictadas o las liquidaciones practicadas se realizarán a nombre de todos los sucesores que hayan comparecido y se notificará a todos los sucesores conocidos.

			Cuando las entidades se encuentren en fase de liquidación y las actuaciones administrativas tengan lugar antes de la extinción de su personalidad jurídica, dichas actuaciones se entenderán con los liquidadores.

			Disuelta y liquidada la entidad, los liquidadores deberán comparecer ante al Administración si son requeridos para ello, en cuanto representantes anteriores de la entidad y custodios, en su caso de los libros y la documentación de la misma.

			En los supuestos de concurso, las actuaciones se entenderán con el propio concursado cuando el Juez no hubiera acordado la suspensión de sus facultades de administración y disposición y, en cualquier caso, con los administradores concursales como representantes del concursado o en su función de intervención, conforme a lo establecido en la Ley Concursal 22/2003 de 9 de julio.

			En el caso de obligados tributarios no residentes que operan en España mediante establecimiento permanente, las actuaciones de la Administración se realizarán con el representante designado por el obligado tributario. En caso de incumplimiento de la obligación de nombrar representante, la Administración tributaria podrá considerar representante del establecimiento permanente a la persona que figure como tal en el Registro Mercantil.

			Si no hubiera representante nombrado, la Administración podrá considerar como tal a la persona que esté facultada para contratar a nombre del no residente y tratándose de personas o entidades residentes en países o territorios con los que no exista un efectivo intercambio de información tributaria, la Administración podrá considerar representante al depositario o gestor de los bienes o derechos de los obligados tributarios.

			En el caso de tributos que deban satisfacer los no residentes sin establecimiento permanente, las actuaciones podrán entenderse con el no residente, con el representante designado al efecto, o cuando la Ley así lo prevea, con el responsable solidario con quien pueden realizarse las actuaciones directamente.

			En los arts. 110 y 112 RGIT se regula, con afán sistematizador, la representación en los procedimientos tributarios, desarrollando lo dispuesto en los arts 44 y 47 LGT.

			Se establece, en resumen, que el obligado tributario o su representante deberán hallarse presentes en las actuaciones inspectoras cuando a juicio del órgano de inspección sea preciso para la adecuada práctica de aquella, aunque excepcionalmente y de forma motivada, puede requerirse la comparecencia personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones así lo exija.

			Dicha representación deberá acreditarse en la primera actuación que se realice por medio de representante, siendo su falta o insuficiencia subsanable y entendiéndose ratificadas las actuaciones del representante en caso de falta o insuficiencia de poder, si el obligado tributario impugna los actos dictados en el procedimiento sin alegar esta circunstancia o bien efectúa el ingreso o solicita el aplazamiento, fraccionamiento o compensación de la deuda tributaria o de la sanción que se derive del procedimiento.

			Si se actúa mediante representante se hará constar esta circunstancia en cuantas diligencias y actas pudieran extenderse.

			La renovación de la representación no supondrá la nulidad de las actuaciones practicadas con el representante antes de que se acredite ante el órgano actuante; considerándose, a partir de dicho momento, que el obligado tributario no comparece ante la Administración ni atiende sus requerimientos hasta que se nombre un nuevo representante o actúe personalmente.

			La renuncia a la representación no surtirá efecto ante el órgano actuante hasta que no se acredite la comunicación fehaciente de dicha renuncia al representado.

			El obligado tributario podrá intervenir en las actuaciones y procedimiento asistido por un asesor fiscal o por la persona que en cada momento considere oportuno, quedando constancia en el expediente de la identidad del asistente.

			Por lo que respecta a los derechos y garantías de los obligados tributarios, ha de destacarse el hecho de que los específicamente relativos al procedimiento inspector, como el supuesto del derecho de ser informado al inicio de las actuaciones sobre naturaleza y alcance de las mismas, así, como de sus derechos y obligaciones en el curso de las actuaciones inspectoras, o del derecho a solicitar una actuación de alcance general, en los términos del Art. 149 LGT.

			1.2.2.Derechos y deberes del personal inspector

			El personal inspector

			En relación con el personal inspector, las actuaciones inspectoras se realizarán por los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración tributaria que desempeñen los correspondientes puestos de trabajo integrados en los órganos con funciones de inspección tributaria y, en su caso, por aquellos a que se refiere el art. 61.2 RGGIT. Hablamos en estos casos de personal al servicio de la Administración tributaria que desempeñen puestos de trabajo en órganos con funciones distintas..

			Corresponde a cada Administración tributaria, conforme a la normativa que le sea aplicable, determinar en los distintos órganos con funciones inspectoras los puestos de trabajo que tengan a su cargo el desempeño de tales funciones y concretar sus características y atribuciones específicas.

			Las actuaciones preparatorias y las de comprobación o prueba de hechos o circunstancias con trascendencia tributaria se podrán encomendar al personal al servicio de la Administración tributaria que no tenga la condición de funcionario.

			Los derechos de los funcionarios encargados de las labores de inspección son variados, pudiendo sistematizarse en los siguientes:

			–Actuarán como agentes de la autoridad. 

			Esto muestra relevancia para la determinación de la responsabilidad administrativa o penal de quien ofrezca resistencia o cometa desacato con relación a su actuación

			–Deben ir provistos de un carné o identificación acreditativa. 

			Habrán de acreditar su condición, si se les requiere, fuera de las oficinas públicas.

			Este aspecto muestra una clara conexión con el mismo derecho, de carácter general, de los obligados tributarios recogido en el art. 34.1.f LGT.

			–Los inspectores tienen la función de impulso del procedimiento.

			Tienen la facultad, asimismo, de efectuar requerimientos a los sujetos inspeccionados y a terceros a quienes se solicite información de relevancia tributaria.

			–En el ejercicio de sus funciones, podrán contar con el apoyo y protección por parte de las autoridades públicas.

			Pero, del mismo modo que existen prerrogativas y derechos, los funcionarios a cargo de la inspección deberán cumplir unas obligaciones. Los deberes de los funcionarios de la inspección tributaria son los siguientes:

			–Deben respetar el deber de cortesía en sus relaciones con los contribuyentes.

			–Deben tratarles con el debido respeto y consideración.

			–Deben respetar los principios constitucionales que inspiran la función pública en el desarrollo de su actuación (principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación).

			–Deber de sigilo y secreto respecto de los asuntos que conozcan por razón de su cargo.

			–Obligación de informar de sus derechos y deberes tributarios a quienes vayan dirigidas sus actuaciones, conforme a lo previsto en  el art. 147.2 LGT, en conexión con el mismo derecho, de carácter general, recogido en el art. 34.1.ñ LGT.

			–Los datos que se obtengan en el curso de las actuaciones inspectoras se remitirán a la Autoridad Judicial o al Ministerio Fiscal, cuando los hechos puedan ser constitutivos de delito público.

			El art.36 RGGIT, al regular el examen de la documentación del interesado, establece los obligados tributarios deberán poner a disposición de la inspección:

			–Libros, documentos relativos a la actividad económica, tanto empresarial como profesional, deberán ponerlo a disposición allí donde estén los libros, no es necesario llevarlos a las oficinas de inspección

			–Documentos relativos al hecho imponible se deberán aportar a las oficinas de la inspección.

			Si el obligado tributario no pone a disposición de la inspección los libros de contabilidad se presume la no llevanza de la misma, puede regularizar a base de una estimación indirecta y además es infracción tributaria tipificada como obstrucción a la inspección.

			El RGGIT considera información o documentación a los que puede acceder el inspector, aquellos archivos informáticos relativos a la actividad empresarial o profesional.

			Importante[image: ]

			La inspección podrá visualizar directamente la documentación de la empresa. Dicha visualización se realizará en una pantalla informática o mediante la impresión los listados. Los inspectores podrán tomar apuntes y marcarlo en una diligencia. Asimismo pueden solicitar copias en un papel o en un soporte magnético a cargo de la inspección.

			Recuerda[image: ]

			Cuando el inspector va al local del interesado para mirar la documentación contable habrá que estar presente el obligado tributario o una persona designada por él.

			Cuando el inspector quiere ver documentación que no sea de la actividad empresarial o profesional podrá pedir que la lleven a las oficinas de la inspección.

			Los arts.25 a 33 Código de Comercio regulan y definen los libros oficiales de contabilidad, libro diario y libro de inventarios y balances. Además las sociedades mercantiles han de llevar el libro de actas a parte de los dos anteriores.

			Estos libros según el Código de Comercio, se han de llevar diligenciados, es decir, se han de llevar al Registro Mercantil para que le pongan el sello de oficial.

			El libro de inventarios y balances deberña abrirse con un balance inicial y cada trimestre se suman y saldos y el balance final.

			El libro diario registrará día a día todas las operaciones. Todos los libros habrán de ser llevados con claridad, sin tachaduras ni raspaduras.

			El Código de Comercio obliga a conservar todos los libros y documentos un mínimo de seis años, aunque el empresario cese de su actividad, si muere el empresario los han de conservar los herederos y si se liquida la sociedad los liquidadores son los que guardaran esa documentación.

			Importante[image: ]

			La contabilidad de los empresarios es en principio secreta, pero las leyes obligan a que esté a disposición de la inspección.

			La Ley del Impuesto de Sociedades exige llevar la contabilidad adecuada al Código de Comercio y al plan general contable.

			La Ley Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas establece que habrá que guardar cualquier tipo de documentación que sea relativa al hecho imponible.

			Los sujetos pasivos están obligados a facilitar a las oficinas de la inspección en relación a los documentos referentes a actividades económicas se diferencia el rendimiento en función de una serie de regímenes (estimación directa, objetiva, etc.).

			1.3.Actuaciones desarrolladas por la Inspección

			La inspección de los tributos constituye una manifestación de la actividad esencial desarrollada por la Administración Tributaria con el objeto de la comprobación y verificación del carácter exacto y completo de las declaraciones y liquidaciones tributarias.

			Sin embargo, aunque la función esencial y definidora de la Inspección de los Tributos siga siendo la comprobación y la investigación, no se trata de la única función administrativa que corresponde a los órganos de la Inspección.

			De esta forma, la Ley General Tributaria, en su art. 141, permite efectuar la siguiente sistematización de las funciones administrativas que corresponden de forma exclusiva a los órganos de la inspección tributaria:

			1.Funciones controladoras que pueden dar lugar a actuaciones de comprobación inquisitiva, en el caso de la función inspectora, y, en su caso, limitada, en este supuesto también propia de los órganos de gestión, de los hechos y circunstancias determinantes de la declaración presentadas, de comprobación de valores cuando sea necesaria para la determinación de las obligaciones tributarias; y de comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención del beneficio o incentivos fiscales, devoluciones tributarias y aplicación de regímenes tributarios especiales.

			2.Funciones de investigación de los presupuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que pudiesen ser ignorados por la Administración. 

			3.Funciones de obtención de información relacionadas con la aplicación de los tributos,  autorizando el legislador a la Administración tributaria para utilizar la información obtenida:

			∙Para la efectiva aplicación de los tributos

			∙Para los demás recursos cuya gestión tenga encomendada

			∙Para la imposición de las sanciones que procedan.

			4.Funciones de liquidación para practicar las liquidaciones, esto es, regularizaciones, que pudiesen resultar de sus actuaciones de comprobación e investigación.

			5.Funciones de información a los obligados tributarios sobre el ejercicio de sus derechos y del cumplimiento de sus obligaciones, con motivo de las actuaciones inspectoras y de informe y asesoramiento a órganos de la Administración pública.

			6.Funciones que consisten en intervenciones tributarias, sean de carácter permanente o no, que se regirán en primer lugar por su normativa específica.

			7.Demás funciones que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden por las autoridades competentes.

			Cabe reseñar que algunas de las funciones administrativas de la inspección tributaria no son privativas de los órganos de la Inspección, pues éstas se atribuyen frecuente y genéricamente a la Administración Tributaria, pudiendo desarrollarse en procedimientos de gestión, como sucede con la comprobación limitada y la comprobación de valores o bien pueden dar lugar a actuaciones como las relativas a la información y asistencia a los obligados tributarios y a otros órganos de la Administración. Pública, que ni son exclusivas de ningún órgano concreto ni tienen establecido un procedimiento específico para su realización.

			El nuevo Reglamento de Gestión e Inspección de los Tributos, al regular la atribución de funciones inspectoras a los órganos administrativos, afirma que, a efectos de lo dispuesto en este Reglamento, se entiende por órganos de inspección tributaria aquellos órganos administrativos que ejerzan funciones de inspección tributaria, así como aquellos otros que tengan atribuida dicha condición en las normas de organización específica que, en el ámbito de la AEAT, deberán ser aprobadas y publicadas antes de la entrada en vigor del Reglamento.

			En el ámbito estatal, el ejercicio de las funciones de inspección tributaria corresponde a los órganos con funciones inspectoras de la AEAT, pero igualmente, a los órganos de la Dirección General del Catastro que tengan atribuida la inspección catastral del IBI, que podrán realizar actuaciones conjuntas con las Entidades Locales.

			Las Comunidades Autónomas, por su parte, serán competentes para la inspección de sus tributos propios, disponiendo de plenas atribuciones para la ejecución y organización de dichas funciones de inspección.

			Los órganos con funciones inspectoras de la AEAT ejercerán sus funciones respecto a los tributos cuya aplicación corresponda al Estado y sobre los recargos establecidos sobre dichos tributos a favor de otros entes públicos; los tributos cedidos, y el IAE, de acuerdo con la normativa reguladora de las Haciendas Locales.

			Las actuaciones inspectoras podrán realizarse mediante colaboración entre las distintas administraciones tributarias, de oficio o mediante requerimiento, debiendo intercambiarse información sobre los hechos o circunstancias con trascendencia tributaria para otras administraciones tributarias, acompañada de los elementos probatorios que procedan.

			Las Administraciones Tributarias del Estado y de las Comunidades Autónomas podrán realizar actuaciones y procedimientos de inspección de manera coordinada.

			Estas actuaciones y procedimientos serán desarrollados por cada una de las respectivas administraciones en su ámbito de competencias y de forma independiente, pudiendo los órganos de las distintas administraciones realizar actuaciones concretas de forma simultánea, en relación con aquellos obligados tributarios que presenten un interés común o complementario para la aplicación de los tributos cuya inspección les pudiera corresponder.

			Resulta importante destacar que dichas actuaciones y procedimientos inspectores coordinados se finalizarán de forma independiente por cada administración tributaria, recurriéndose asimismo de forma independiente las resoluciones que se dicten.

			Atendiendo a sus respectivas competencias funcionales o territoriales, los órganos de inspección comunicarán a otros órganos de la misma Administración tributaria cuantos datos conozcan para el adecuado desempeño de las funciones encomendadas, debiendo prestar la colaboración necesaria a otros órganos inspectores de la misma Administración Tributaria.

			La inspección tributaria, en tanto, ejercicio de las funciones administrativas para descubrir la existencia de hechos con relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados tributarios, o con la finalidad de comprobar la veracidad y exactitud de declaraciones presentadas por los obligados, se encuentra regulada por la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y por el Reglamento general de gestión e inspección tributaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1065/2007, de 27 de julio.

			Las funciones de la inspección son las relativas a las siguientes actuaciones, que son las siguientes:

			–Investigación y comprobación

			–Obtención de información

			–Comprobación de valores

			–Información a los obligados

			–Asesoramiento e información

			–Práctica de liquidaciones resultantes de sus actuaciones de comprobación e investigación

			–Las que se establezcan por otras disposiciones

			–Las que le encarguen las autoridades competentes

			Por lo que se refiere a las facultades de la Inspección, pueden sistematizarse conforme al siguiente cuadro:

			
				
					
					
				
				
					
							
							Examen de la documentación de los obligados.

						
					

					
							
							Entrada y reconocimiento de fincas.

						
					

					
							
							Obligación de atender a la inspección y prestarle la debida colaboración por parte de los obligados.

						
							
							Consideración del personal inspector como agente de la autoridad.

						
					

				
			

			Otras facultades:

			–Obtener información de los trabajadores o empleados sobre cuestiones relativas a las actividades en las que participan.

			–Verificar y analizar los sistemas y equipos informáticos con que se lleve a cabo, total o parcialmente, la gestión de la actividad económica.

			–Pedir el dictamen de peritos.

			–Verificar los sistemas de control interno de la empresa, cuando pueda facilitar la comprobación de la situación tributaria del obligado.

			–Realizar mediciones o tomar muestras, así como obtener fotografías, croquis o planos.

			–Exigir la exhibición de objetos determinantes de la exacción de un tributo.

			1.3.1.Comprobación

			La comprobación, que es de naturaleza indagatoria e inquisitiva, y la investigación constituyen las funciones administrativas típicas y fundamentales de la Inspección de los Tributos.

			La potestad de comprobación e investigación se le confiere a la Administración tributaria en orden a que la liquidación definitiva de una deuda tributaria pueda responder a las exigencias del principio de legalidad.

			En estas situaciones nos encontramos con un conjunto de poderes que el ordenamiento jurídico confiere a determinados órganos en tanto instrumentos al servicio de las aspiraciones de lograr la máxima satisfacción de los principios de justicia tributaria.

			Importante[image: ]

			La Administración tributaria no se limita a ostentar las facultades de comprobación e investigación, sino que, además, está obligada a ejercerlas.

			La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en este sentido, va a recordar que el deber de contribuir vinculará en todo caso, no únicamente a los ciudadanos, sino también a los poderes públicos, quienes estarán obligados a exigir en condiciones de igualdad esa contribución a todos los obligados cuya situación ponga de manifiesto su capacidad económica susceptible de ser sometida a tributación.

			La alusión que el art. 141 LGT hace expresamente a las funciones administrativas de comprobación, en cuanto a la veracidad y a la exactitud de las declaraciones presentadas por los obligados tributarios, así como a las funciones de investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración, encuentra su complemento y continuación en el art. 145 LGT que señala que el procedimiento de inspección tendrá por objeto comprobar e investigar el adecuado cumplimiento de las obligaciones tributarias y en el mismo se procederá, en su caso, a la regularización de la situación tributaria del obligado mediante la práctica de una o varias liquidaciones.

			Recuerda[image: ]

			Mientras que la comprobación tiene por objeto los actos, elementos y valoraciones consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones, la investigación tratará de descubrir la existencia, en su caso, de hechos con relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados tributarios.

			Tanto la comprobación como la investigación son dos aspectos o vertientes expresión directa de una misma actuación inspectora cuyo objetivo no es otro que verificar, en definitiva, la corrección de la situación tributaria del obligado.

			Advierte el Tribunal Supremo que el elemento esencial de la función comprobadora de las declaraciones tributarias presentadas por los sujetos pasivos y de la función investigadora, cuando no se han presentado tales declaraciones, consistirá obligatoriamente en el conocimiento de la realidad económica y jurídica, que constituye el substrato de los correspondientes hechos imponibles.

			La Ley General Tributaria enuncia indistintamente los medios de que podrán valerse ambas actuaciones, atribuyéndolas conjuntamente a los órganos de la Inspección de los Tributos (Art 142.1 LGT).

			El carácter unitario de la comprobación e investigación se refuerza considerablemente toda vez que que ambas tienen, como ya hemos tenido ocasión de exponer, un carácter eminentemente indagatorio e inquisitivo y a través de ellas la propia Inspección busca la verdad material y la obtención de pruebas suficientes para la correcta aplicación de la norma tributaria.

			No puede afirmarse, por ende, que la fijación de la realidad sea en todo caso el objetivo de estas funciones indagatorias. Ello dependerá, en suma, del régimen de determinación de bases previsto para el tributo y de que éste se asiente efectivamente sobre datos y valores reales o renuncie de entrada a conocerlos, aplicando índices, módulos, valores estimativos, etc.

			En cambio siempre deberá ser objetivo de dichas funciones el asentar unos datos y hechos firmes sobre los que liquidar, en consonancia con los que exija la ley del tributo para su aplicación.

			Y es que, aunque se trate de un procedimiento estrictamente administrativo, dado que el tributo exige conocer los hechos de la realidad para aplicarse a ellos, la Administración buscará justificar esos hechos y sus medios de prueba, de modo que puedan ser utilizados en eventuales recursos contra la liquidación, tanto en sede administrativa como jurisdiccional.

			Como procedimiento contradictorio, el particular y la Administración intentarán probar los hechos y datos afirmados por cada uno, para convencerse mutuamente de lo exacto de sus apreciaciones.

			Lo que se persigue aquí es una dimensión probatoria a la actividad de comprobación que evite en última instancia futuros conflictos y permita la fijación de unos hechos firmes sobre los que poder liquidar los tributos. De producirse la impugnación, esos medios de convicción adquirirán el valor de prueba característico de cualquier recurso administrativo o contencioso.

			Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de los siguiente elementos, entre otros muchos:

			[image: ]

			Sobre el examen de la citada documentación, cabe realizar una serie de importantes reflexiones.

			La primera de ellas es que se configura ampliamente en dicho examen la posibilidad atribuida a la propia administración de acudir a medios heterogéneos de comprobación, lo que permite interpretar su parte final como una cláusula abierta que da lugar a la utilización de cualquier instrumento o elemento que le aporte información y le lleve a la convicción sobre los hechos relevantes para la aplicación del tributo. Pero tal facultad, siendo importante, no puede ser ejercida sin atención a la finalidad objetiva a que debe servir, y que no es otra que la exigencia del cumplimiento de las obligaciones tributarias.
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